STJSL-S.J. – S.D. Nº 115/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a tres días de diciembre de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “FUUEZ SUAREZ, FRANCO GASTON c/ ESTANCIAS DE SAN LUIS S.A. D. y P. - ACC. DE TRABAJO – RECURSO DE CASACION” -  IURIX Nº 130879/5.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C.?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Que a fs. 459/466 vta., se presentan los apoderados del actor y fundan Recurso de Casación, interpuesto a fs. 457, contra la sentencia Nº 45/15 de fecha 21 de abril de 2015, fs.453/455 vta., dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, que confirma la sentencia de Primera Instancia.-
Manifiestan, que la Excma. Cámara omitió aplicar el art. 23 del Código de Procedimiento Laboral, vulnerando el derecho del trabajador, como asimismo la normativa vigente y correspondiente al caso, arts. 44 de la LRT y 3.986 del Código Civil.-
Sostienen, que por el principio iura novit curia, corresponde al juez calificar la relación jurídica sustancial y determinar las normas jurídicas a aplicar, aunque las partes no las hayan invocado, como lo alega la Cámara.-
Reclaman, que no se encuentra prescripta la acción laboral, en cuanto consideran que aún tomando como plazo de inicio de la prescripción la fecha en que se determinó la incapacidad, es decir, septiembre de 2003, dicho plazo fue suspendido por el término de un año, por la intimación fehaciente cursada al empleador, donde notifica la incapacidad y pone en conocimiento de su voluntad de iniciar acciones judiciales (23/09/03), es decir que el plazo no venció el 23/09/05 sino el 23/09/06.-
Concluyen, solicitando se revoque la sentencia y se dicte un nuevo pronunciamiento, atento que la resolución cuestionada, es violatoria de los derechos de propiedad, legitima defensa y debido proceso, igualdad, legalidad y principio de seguridad.-

2) Que a fs. 467, en fecha 08/05/15, se corre el traslado de ley a la contraria y a la Aseguradora.-

Que la demandada no contesta traslado, dándosele por perdido el derecho no ejercido a fs. 469, el 08/06/15.-
La ART contesta por sistema IOL -fs. 468-, el 03/06/15, solicitando el rechazo del recurso de casación, con costas.-
3) Que a fs. 472/475, dictamina el Sr. Procurador General, opinando sobre la improcedencia del Recurso de Casación, atento a los fundamentos que esgrime y a los cuales me remito en honor a la brevedad.-
4) Que corresponde en primer término, determinar si se cumplen los requisitos establecidos por ley, a efectos de la admisibilidad del recurso en estudio.-
Así surge de las constancias de la causa, que el presente recurso ha sido interpuesto en término, contra una sentencia definitiva, encontrándose eximido el recurrente del pago del depósito exigido por el art. 290 del CPC y C., en razón de ser trabajador, por lo que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en el art 289 del CPC y C.; debiendo considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 del CPC y C., que el recurso articulado deviene formalmente admisible.-
En consecuencia, a esta PRIMERA CUESTION VOTO por la AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Para entrar al análisis de esta cuestión, debe dilucidarse si en la sentencia recurrida se dan algunas de las causales invocadas, y si el escrito de fundamentación se basta a si mismo, caso contrario el recurso no podría prosperar (STJSL, “Kravetz Elías Samuel c/ Edesal S.A. – D. y P. - Recurso de Casación”, 17-05-2007).-
Este Alto Cuerpo, tiene establecido jurisprudencialmente, en el sentido que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. fallo ut-supra citado).-
De igual manera, debe recalcarse que la fundamentación del recurso por alguna de las causales establecidas en el art. 287 del CPC y C., exige la efectiva demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia cuestionada. Así los argumentos de la impugnación deben dirigirse directa y concretamente, en contra de los preceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia. Tiene que replicarse en forma completa o adecuada a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento cuestionado contiene, porque, de otra forma, aquellas permanecen firmes e impiden su revisión.-
Cabe recordar aquí, “que los jueces de los Tribunales de Casación deben ajustar la hermenéutica de la norma que regla el recurso y el encartamiento del hecho a lo expresamente establecido en la ley específica, no pudiendo soslayarse que para analizar las transgresiones constitucionales o para determinar un criterio de justicia, existen otros remedios procesales que no son precisamente los moldes estructurales en que debe transitar el juez de casación, tanto más cuanto su tergiversación traería como corolario un abuso de poder que excedería los límites de la potestad jurisdiccional que para la casación se les ha confiado” (Cfr. STJSL-S.J. N° 6/13, “DI NAPOLI FERNANDO ESTEBAN  c/ EL ÁREA GIMNASIO y OTROS  s/ COBRO de PESOS - RECURSO de CASACION”, del 06/03/2013).-
2) Sentado ello, advierto que los fundamentos desarrollados por el recurrente no llegan a conmover el decisorio que se pretende impugnar, atento a que no se demuestra un desacierto en la sentencia.-
Que en efecto, no se advierte que el fallo de fs. 453/455 vta., de fecha 21/04/15, se encuentre incurso en algunas de las causales previstas por el art. 287 incs. a y b del Código Procesal Civil.-

Al contrario, dicha sentencia contiene fundamentos legales más que suficientes, que el recurrente no logra revertir, ya que sus alegaciones se limitan a exponer meras discrepancias con lo resuelto por el Tribunal de Alzada.-
Además, como bien lo señala el Sr. Procurador, la Excma. Cámara ha aplicado las normas sobre prescripción que estima adecuadas y que se encuentran previstas en el derecho de fondo, como así también el criterio jurisprudencial vigente, que ha resuelto desde cuándo se computa la prescripción bianual de la acción, lo que quedó comprobado en autos.-
Nuestra Corte Suprema ha dicho: “Las acciones provenientes de la responsabilidad por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales prescriben a los dos años a contar desde la determinación de la incapacidad o fallecimiento de la víctima, entendiendo tal "determinación" como la fijación de la minusvalía. A los citados efectos, sólo a partir del conocimiento por parte del trabajador interesado del dictamen de la junta médica emitido en sede administrativa, queda determinada la incapacidad del actor (Fallos: 311:2241; 315:1195; etc.).
Asimismo la jurisprudencia nacional sostiene:

“El plazo para la prescripción de las acciones provenientes de la responsabilidad civil por enfermedades profesionales, debe comenzar a contarse desde que la víctima tomó conocimiento de la certeza del daño en su verdadera dimensión”. (Pérez, Francisco vs. Estado Nacional y otro s. Accidente /// Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo Sala IX; 16-09-2005; Boletín de Jurisprudencia de la CNTrab.; RC J 2722/14. www.rubinzalculzoni.com.ar).-
“Teniendo en cuenta lo que dispone el art. 258, LCT, y lo dicho por la CSJN, en materia de cálculo del plazo de prescripción debe arrancarse desde aquel hecho que precisamente determina la incapacidad en forma fehaciente (Fallos 306:337). Por lo tanto, la prescripción bienal debe computarse a partir de la resolución de la Comisión Médica y no a partir del accidente o del alta médica”. (“Lamas, Carlos Antonio vs. Consolidar ART S.A. y otro s. Accidente - Acción civil /// Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo Sala VI; 11-04-2012; Boletín de Jurisprudencia de la CNTrab.; RC J 4442/12. www.rubinzalculzoni.com.ar).-
“La ley 24.028 estableció como punto de partida del cómputo de la prescripción de la acción indemnizatoria por incapacidad permanente la fecha de consolidación del daño (art. 12 inc. "d"), y dicho parámetro se juzgó también el que habría de tenerse respecto de la acción sustentada .mediante el ejercicio de la opción que confería dicho régimen (art. 26)- en el derecho civil, de modo tal que el plazo bianual de la prescripción correría, en tal caso, desde el ,momento de la toma de conocimiento de su incapacidad por el trabajador”. (SCBA LP L 94289 S 17/12/2008 “G. ,D. O. c/ E. S. s/Accidente de trabajo”. www.scba.gov.ar).-
Asimismo resulta de interés, a la luz de la doctrina legal de la Suprema Corte de Buenos Aires, donde se sostiene que así como la prescripción es defensa que los jueces no pueden aplicar de oficio, habida cuenta que lo contrario supondría suplir hechos que debían demostrarse (art. 3964 y su nota, Código Civil), la existencia de alguna hipótesis de interrupción o de suspensión sólo puede evaluarse si resultó concretamente invocada, toda vez que éstas aparecen constituidas por la concurrencia de ciertas circunstancias que, como en punto a la prescripción, no pueden ser conocidas y verificadas por los jueces mientras no sean alegadas y probadas por los interesados (cfr. causas L. 95.269, "Fernández", sent. del 24-VI-2009; L. 98.724, "Gutiérrez", sent. del 21-IV-2010). (Lo subrayado me pertenece).-
Que al respecto, en los actuados, quedó visto tanto por el a quo como por la Cámara, que el demandante no probó concretamente que el curso de la prescripción fuera interrumpido por alguna circunstancia que pueda tener tal virtualidad (art. 257 LCT), descartando que la carta documento de fs. 18, revista entidad interruptiva suficiente, lo que comparto.-
3) “La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara por que este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio”. (STJSL-S.J. N° 57/11. “TESTA, NÉSTOR y OTROS c/ NUÑEZ, OSVALDO DANIEL y OTROS - ACCIÓN de AMPARO - RECURSO de CASACIÓN”, del 22/06/11).-
El recurso, se sienta en la mera discrepancia con lo resuelto por los Sres. Camaristas y no procura definir el “error de derecho” que requiere la vía casatoria intentada, para su tratamiento.-
En este punto, cabe señalar que: “Determinar la fecha de consolidación del daño y el inicio del cómputo de la prescripción -en tanto resultan ser típicas cuestiones de hecho- corresponde privativamente a los Tribunales de grado, y las conclusiones que al respecto formulen sólo pueden ser revisadas en la instancia extraordinaria cuando se invoca y se acredita absurdo”.(SCBA LP L 110778 S 31/10/2012  “Báez, César Orlando c/ Provincia A.R.T. S.A. y Otro s/ Daños y Perjuicios”.TT0500LP.www.scba.com.ar), lo que no se observa en autos.-
4) Que en consecuencia, en el caso sub-examen, no se observa una errónea interpretación de la ley, como así tampoco errónea aplicación de la misma, no surgiendo del fallo atacado que se haya atentado en contra de los derechos del recurrente. Tales circunstancias nos llevan a sostener que: “... está excluido del control de la Corte de Casación el ejercicio de los poderes discrecionales del juez de mérito, siempre que sean ejercidas dentro de los límites de la autorización legal” (DE LA RUA, FERNANDO, en “RECURSO DE CASACIÓN”, p. 312).-

Por ello, en esta oportunidad, no corresponde juzgar los motivos que formaron la convicción del Tribunal que dictó la sentencia impugnada, señalándose al respecto que: “es insuficiente que el recurso se limite a exteriorizar la discrepancia con las conclusiones del fallo, siendo menester que se demuestre que se haya incurrido en flagrantes incoherencias o la infracción de las leyes de la lógica. Lo contrario es obligar a inferencias impropias de este recurso” (C.S. Bs. As.: In re – “CARBONEL GREGORIO Nº 23.785, FARIÑA JUAN Nº 24.126).-
Concluyo, que siendo las cuestiones planteadas ajenas al ámbito de la casación, el medio recursivo en estudio deviene improcedente, más aún cuando éste no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia material de las sentencias de tribunales de grado, sino más bien el restablecimiento del imperio de la ley, que lleva por consiguiente, una función pública con prescindencia de los intereses de las partes (Cfr. STJSL S.J Nº 4/07 “GARCIA MAIZTEGUI JULIO c/ OSVALDO RUBEN MURACT - D. EJECUTIVA - RECURSO DE CASACIÓN”, 27/02/2007“; STJSL-S.J Nº 44/09 “PALUMBO JUAN CARLOS c/ POMPAGUA S.R.L. D. y  P. – RECURSO DE CASACIÓN”, 19/05/2009).-
En virtud de lo expuesto, y de conformidad a lo dictaminado por el Sr. Procurador General, corresponde el rechazo del recurso deducido, por lo que VOTO a esta cuestión por la NEGATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Corresponde dictar sentencia, rechazando el recurso de casación interpuesto. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Costas al recurrente vencido (art. 68 del CPC y C.), ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, diciembre tres de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación interpuesto.  
II) Costas al recurrente vencido (art. 68 del CPC y C.)
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
PAGE  
1

